	Fecha
	26 de setiembre de 1951
	Sesión número
	51

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MIGUEL OBANDO GONZÁLEZ

	Recurrido: GOBERNADOR DE SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: El recurrente impugna el cierre de su negocio de venta de licores.

	Respuesta del recurrido: El recurrente carecía de las patentes de ley.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (la autoridad procede al amparo de la Constitución).


Nº 51
Sesión EXTRAOrdinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del veintiséis de setiembre de mil novecientos cincuenta y uno, con asistencia inicial de los señores Magistrados Guardia (Presidente); Elizondo, Quirós, Ruiz, Ramírez, Iglesias, Aguilar, Monge, Fernández Hernández, Valle, Castillo, Trejos y Fernández Porras.

Artículo Único
MIGUEL OBANDO GONZÁLEZ establece recurso de Amparo contra el señor Gobernador de esta provincia, quien ordenó cerrar el negocio denominado “El Nuevo Descanso” que el recurrente tiene en esta capital, donde se expenden licores del país y extranjeros. Se argumenta que, con anterioridad a la respectiva resolución del señor Gobernador, el señor José Ángel Fernández Delgado, dueño de una patente conjunta de licores nacionales y extranjeros, le había hecho cesión de la misma a Obando; pero no se había cumplido con el requisito de dar aviso a la Gobernación, a fin de que esta dependencia quedara notificada, tanto del traspaso como del lugar en donde se hallaba establecido; que cuando el señor Gobernador tomó la decisión de cerrarle el establecimiento, basado en la circunstancia de que en el mismo se expedían licores nacionales sin permiso, el dueño de la patente conjunta de licores, Fernández Delgado, y el recurrente, se presentaron haciendo a aquel funcionario formal notificación de que la patente seguiría establecida en “El Nuevo Descanso”, de conformidad con la Ley de Licores; que el Ministerio de Gobernación, al conocer del respectivo recurso de apelación planteado, por resolución N° 131 de las 10 horas y 30 minutos del 8 de este mes, ordenó mantener la resolución recurrida, basándose al efecto en que existe en el mencionado negocio una casa de prostitución, según informes recibidos; que con vista de la resolución N° 131, el señor Gobernador procedió a comisionar a la Inspección General de Hacienda, para que se procediera al cierre del negocio, habiéndose sellado las puertas del mismo; y que la orden de cierre, y el hecho de sellarle el negocio, contraviene los artículos 46 y 45 de la Constitución Política.
El señor Gobernador, a quien le fue solicitado el informe de ley, manifestó concretamente: que no es cierto que el recurrente sea patentado de licores, ya que cuando dictaron tanto la resolución de la Gobernación como la del Ministerio del ramo, Miguel Obando González no aparecía como tal, sino más bien su hermano Rafael Ángel de sus mismos apellidos, razón por la cual jamás pudo habérsele cancelado patente alguna al recurrente, y que este sólo paga patente de hostería; que tampoco es cierto que José Ángel Fernández Delgado, propietario del restaurante “Blanca Nieves”, con anterioridad a las resoluciones de la Gobernación y del Poder Ejecutivo hiciera traspaso de su patente de licores a Miguel Obando, ya que no fue sino hasta el diecinueve de este mes en que se verificó el traspaso; que la Resolución del Poder Ejecutivo N° 131 que impugna el recurrente, expresa: “La Legislación Nacional ni prohíbe ni consiente la prostitución, no la declara delictuosa o culposa en sí misma, y el hecho de no estar reglamentada no es óbice para que el Estado, por medio de sus Agentes, intervenga con el objeto de atemperar sus peligros, de evitar las manifestaciones que con ostensible ultraje al pudor y las buenas costumbres que con perturbación evidente de los sentimientos morales, continuamente se producen con ocasión de ella. El Gobierno en su condición de regulador de las actividades que afecten el orden o moralidad públicas, dentro de su misión fundamental de mantener en lo posible la necesaria coordinación de los intereses privados con los de orden colectivo, goza de la atribución de dictar medidas como la que origina el recurso y de la que se ha hecho uso sin extralimitación de funciones, con la debida cautela y previas las investigaciones que se estimaron pertinentes, constantemente corroboradas con las repetidas quejas escritas de honorables vecinos presenciales de los actos contrarios a la decencia que han motivado la creación de estos expedientes”; que la orden de cierre en modo alguno quebranta el libre ejercicio del comercio que establece el artículo 46 de la Constitución Política, ya que la Carta Magna no puede, ni debe, ni quiere, proteger inmoralidades ni ultrajes al pudor que van contra la Constitución, no sólo de la familia costarricense, sino de la sociedad en general, y el libre ejercicio del comercio debe entenderse concedido para hacer debido uso de él, y no de manera tan absoluta que desquicie los principios fundamentales en que debe estructurarse un conglomerado social, porque si esto no fuera así, cualquiera podría hacer lo que le viniera en gana contra la vigilancia de las Autoridades Políticas y de Policía; que el propio querellante reconoce sin rubor alguno que tenía montado un negocio de Lenocinio; que se opone al recurso basándose fundamentalmente en el artículo 50 de las Ordenanzas Municipales, en la Ley de Organización de la Guardia Civil, en el Reglamento de Policía de 1908, en el Código Penal en sus artículos 228 y siguientes, en el Reglamento de Hoteles, Fondas, Hosterías y Casas de Huéspedes, en la Ley de Licores, y finalmente, en el Código Sanitario, artículo 206, que al prohibir la Reglamentación del ejercicio de la prostitución, dice igualmente que queda prohibido cualquier acto contrario a la moral o a las buenas costumbres, y que por otra parte el artículo 29 de la Ley de Licores, establece que la clausura de un establecimiento de licores, impuesta como pena, trae como consecuencia la pérdida del derecho en remate adquirido.
Previa la deliberación del caso, se declaró sin lugar el recurso, por cuanto la orden de cierre del establecimiento no es contraria al artículo 46 de la Constitución Política, que prohíbe cualquier acto, aunque fuere originado en una ley, que amenace o restrinja la libertad de comercio, pues al aludir el referido texto a esta última, se refiere al comercio lícito, carácter que no tiene el ejercido por el recurrente, según lo demuestran los documentos tenidos a la vista.
